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I. PRINCIPIOS GENERALES Y RELACIÓN ENTRE EL PRIVADO  
 DE LIBERTAD Y EL ESTADO

  

LA VULNERABILIDAD DEL PRIVADO DE LIBERTAD Y LA POSICIÓN DE 

GARANTE DEL ESTADO 

El derecho internacional de los derechos humanos considera que la pri-
vación de la libertad por parte de un órgano del Estado es un momento 
sensible ante el cual las autoridades deben estar alerta. La experiencia 
muestra que en los centros penitenciarios o centros de detención se 
alcanza el más alto riesgo de encontrarse ante prácticas de tortura, trato 
denigrante, golpizas e incluso la muerte de personas recluidas.

Por ello, el proceso de privación de libertad cuenta con una serie 
de garantías y mecanismos de protección contemplados en los princi-
pales tratados internacionales de derechos humanos, cuyo objetivo es 
resguardar el derecho a la vida y la integridad física y psíquica de los 
presos o detenidos. Los estándares internacionales son claros respecto 
de la solución a la compleja tensión entre asegurar la sanción penal y 
resguardar al privado de libertad de esa misma persecución. Para ello 
apuntan en dos direcciones. Primero, impedir que para el logro de sus 
objetivos penitenciarios y preventivos generales el Estado configure ac-
tos de tortura física o psicológica, y segundo, recalcar que la persona 
privada de libertad se encuentra en un estado de indefensión que el 
propio Estado debe resguardar. 

Los estándares de la Corte Interamericana de Justicia contemplan 
que el detenido o privado de libertad se encuentra en las manos del Es-
tado en una relación de sujeción especial, que lo sitúa en una condición   
de vulnerabilidad que obliga al Estado a brindarle protección hasta el 
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punto de convertirse en su garante.
Debemos recordar que durante mucho tiempo el paradigma fue 

muy distinto: se consideraba que el detenido o privado de libertad no 
tenía derechos. Por ejemplo, en la tradición europea continental la pri-
sión era una zona de no derecho donde regía la “relación de sujeción 
especial”, doctrina del derecho administrativo alemán del siglo xix que 
permitía que en determinados ámbitos de la sociedad la administración 
no se encontrara limitada por los derechos fundamentales. Se pensaba 
que en estos ámbitos la disciplina y el orden eran valores superiores 
que la administración debía mantener por sobre cualquier otro interés. 
En consecuencia, el estatuto jurídico de los presos quedaba reducido a 
una forma sencilla en la que éstos sólo eran titulares de obligaciones, 
y donde la regulación penitenciaria se limitaba a órdenes de servicio o 
disposiciones dirigidas a resolver cuestiones muy específicas. 

Los principios del estado de vulnerabilidad del privado de libertad y 
de la posición de garante del Estado desarrollados por el sistema inter-
nacional de los derechos humanos modificaron esta lógica, otorgándole 
una nueva dimensión a la noción de relación de sujeción especial. Y 
no para conceder espacios de discrecionalidad y posibilidad de abusos 
a la administración, sino para incorporar un lenguaje de derechos del 
condenado, de límites y resguardos que deben desarrollarse para con-
tener de forma razonable los riesgos que se materializan en la prisión, 
como muertes, enfermedades, peleas, abusos de funcionarios, motines 
y huelgas de hambre.

Bajo esta nueva mirada, todo lo que ocurre dentro de una prisión es 
responsabilidad de las autoridades penitenciarias, que deben acostum-
brarse a rendir cuentas y a explicar a la comunidad las decisiones que 
toman o los procedimientos que aplican, de forma de no dejar espacio 
a la negligencia, la omisión o la intención directa de causar daño a los 
privados de libertad. 
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CONTENIDO NORMATIVO DE LOS PRINCIPIOS DE VULNERABILIDAD Y 

LA POSICIÓN DE GARANTE DEL ESTADO

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
Artículo 9

1.  Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. 
Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá 
ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arre-
glo al procedimiento establecido en ésta. 

2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, 
de las razones de la misma, y notificada, sin demora, de la acusación 
formulada contra ella. 

3.  Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será 
llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley 
para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro 
de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva 
de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, 
pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la 
comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier momen-
to de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo. 

4.  Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o pri-
sión tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que éste decida 
a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su liber-
tad si la prisión fuera ilegal. 

5.  Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa tendrá el de-
recho efectivo a obtener reparación.
Artículo 10

1.  Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el 
respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. 

2.  a) Los procesados estarán separados de los condenados, salvo en cir-
cunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento distinto, 
adecuado a su condición de personas no condenadas; 

 b) Los menores procesados estarán separados de los adultos y deberán 
ser llevados ante los tribunales de justicia con la mayor celeridad posi-
ble para su enjuiciamiento. 

3.  El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad 
esencial será la reforma y la readaptación social de los penados. Los 



32

menores delincuentes estarán separados de los adultos y serán 
sometidos a un tratamiento adecuado a su edad y condición jurídica.
Artículo 11 

Nadie será encarcelado por el solo hecho de no poder cumplir una obli-
gación contractual.

JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS 

HUMANOS

Caso Miguel Castro vs. Perú
Sentencia del 25 de noviembre de 2006

273. La Corte ha establecido que el Estado es responsable, en su condición 
de garante de los derechos consagrados en la Convención, de la obser-
vancia del derecho a la integridad personal de todo individuo que se 
halla bajo su custodia. Es posible considerar responsable al Estado por 
las torturas, tratos crueles, inhumanos o degradantes que sufre una 
persona que ha estado bajo la custodia de agentes estatales, si las auto-
ridades no han realizado una investigación seria de los hechos seguida 
del procesamiento de quienes aparezcan como responsables de ellos.1 
Recae en el Estado la obligación de proveer una explicación satisfactoria 
y convincente de lo sucedido y desvirtuar las alegaciones sobre su res-
ponsabilidad, mediante elementos probatorios adecuados.

Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) vs. 
Venezuela
Sentencia del 5 de julio de 2006

87. Por otro lado, el Estado se encuentra en una posición especial de garan-
te frente a las personas privadas de libertad, toda vez que las autoridades 
penitenciarias ejercen un fuerte control o dominio sobre las personas 
que se encuentran sujetas a su custodia. De este modo, se produce una 
relación e interacción especial de sujeción entre la persona privada de 
libertad y el Estado, caracterizada por la particular intensidad con que 
el Estado puede regular sus derechos y obligaciones y por las circuns-

1 ver caso Baldeón García, supra nota 21, párr. 120; caso “Niños de la calle” (Villagrán Morales y 
otros), sentencia del 19 de noviembre de 1999, serie c n° 63, párr. 170. en el mismo sentido, ver 
corte europea de derechos humanos, caso Yavuz vs. Turquía, sentencia del 10 de enero de 2006, 
app. n° 67137/01, párr. 38; corte europea de derechos humanos, caso Aksoy vs. Turquía, sentencia 
del 18 de diciembre de 1996, app. n° 100/1995/606/694, párr. 61 y 62, y corte europea de 
derechos humanos, caso Tomasi vs. Francia, sentencia del 27 de agosto de 1992, serie a n° 241-a, 
párr. 108-111.
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tancias propias del encierro, en donde al recluso se le impide satisfacer 
por cuenta propia una serie de necesidades básicas que son esenciales 
para el desarrollo de una vida digna.2

 
Caso Acosta Calderón vs. Ecuador
Sentencia del 24 de junio de 2005

90. La Corte ha considerado que “los procedimientos de habeas corpus y 
de amparo son aquellas garantías judiciales indispensables para la pro-
tección de varios derechos cuya suspensión está vedada por el artículo 
27.2 [de la Convención] y sirven, además, para preservar la legalidad en 
una sociedad democrática”.3 

91. Estas garantías, cuyo fin es evitar la arbitrariedad y la ilegalidad de las 
detenciones practicadas por el Estado, están además reforzadas por la 
condición de garante que corresponde a éste, con respecto a los dere-
chos de los detenidos, en virtud de la cual, como ha señalado la Corte, 
el Estado “tiene tanto la responsabilidad de garantizar los derechos del 
individuo bajo su custodia como la de proveer la información y las prue-
bas relacionadas con lo que suceda al detenido”.4

Caso Instituto de Reeducación del Menor vs. Paraguay
Sentencia del 2 de septiembre de 2004

152. Frente a las personas privadas de libertad, el Estado se encuentra en 
una posición especial de garante, toda vez que las autoridades peni-
tenciarias ejercen un fuerte control o dominio sobre las personas que 
se encuentran sujetas a su custodia.5 De este modo, se produce una 
relación e interacción especial de sujeción entre la persona privada de 

2 ver caso García Asto y Ramírez Rojas, sentencia del 25 de noviembre de 2005, serie c n° 137, párr. 
221; caso Raxcacó Reyes, sentencia del 15 de septiembre de 2005, serie c n° 133, párr. 95, y caso 
Fermín Ramírez, sentencia del 20 de junio de 2005, serie c n° 126, párr. 118.

3 ver El habeas corpus bajo suspensión de garantías, serie a, oc 8/87 del 30 de enero de 1987, párr. 42; 
caso Tibi, supra nota 6, párr. 128; caso Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 57, párr. 97; caso 
Durand y Ugarte, sentencia del 16 de agosto de 2000, serie c n° 68, párr. 106, y Garantías judiciales 
en estados de emergencia, art. 27.2, 25 y 8 de la convención americana sobre derechos humanos, 
oc 9/87 del 6 de octubre de 1987, serie a n° 9, párr. 33. 

4 ver caso Tibi, supra nota 6, párr. 129; caso Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 57, párr. 98, y 
caso Bulacio, sentencia del 18 de septiembre de 2003, serie c n° 100, párr. 138.

5 ver caso Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 26, párr. 98; caso Juan Humberto Sánchez, 
sentencia del 7 de junio de 2003, serie c n°99, párr. 111, y caso Bulacio, supra nota 56, párr. 138. 
en el mismo sentido, ver caso Cárcel de Urso Branco, supra nota 54, considerando sexto, y caso 
Hermanos Gómez Paquiyauri, medidas provisionales, resolución de la corte interamericana de 
derechos humanos, 7 de mayo de 2004, considerando décimo tercero.
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libertad y el Estado, caracterizada por la particular intensidad con que 
el Estado puede regular sus derechos y obligaciones y por las circuns-
tancias propias del encierro, en donde al recluso se le impide satisfacer 
por cuenta propia una serie de necesidades básicas que son esenciales 
para el desarrollo de una vida digna. 

153. Ante esta relación e interacción especial de sujeción entre el interno 
y el Estado, este último debe asumir una serie de responsabilidades 
particulares y tomar diversas iniciativas especiales para garantizar a los 
reclusos las condiciones necesarias para desarrollar una vida digna y 
contribuir al goce efectivo de aquellos derechos que bajo ninguna cir-
cunstancia pueden restringirse o de aquellos cuya restricción no deri-
va necesariamente de la privación de libertad y que, por tanto, no es 
permisible. De no ser así, ello implicaría que la privación de libertad 
despoja a la persona de su titularidad respecto de todos los derechos 
humanos, lo que no es posible aceptar. 

154. La privación de libertad trae a menudo, como consecuencia ineludible, 
la afectación del goce de otros derechos humanos además del derecho a 
la libertad personal.6 Pueden, por ejemplo, verse restringidos los dere-
chos de privacidad y de intimidad familiar. Esta restricción de derechos, 
consecuencia de la privación de libertad o efecto colateral de la misma, 
sin embargo, debe limitarse de manera rigurosa,7 puesto que toda res-
tricción a un derecho humano sólo es justificable ante el derecho inter-
nacional cuando es necesaria en una sociedad democrática.8 

155. La restricción de otros derechos, por el contrario –como la vida, la in-
tegridad personal, la libertad religiosa y el debido proceso– no sólo no 
tiene justificación fundada en la privación de libertad, sino que también 
está prohibida por el derecho internacional. Dichos derechos deben ser 
efectivamente respetados y garantizados como los de cualquier persona 
no sometida a privación de libertad.

6 ver caso Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 26, párr. 108; caso Maritza Urrutia, supra nota 
57, párr. 87, y caso Juan Humberto Sánchez, supra nota 154, párr. 96.

7 reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, párr. 57.

8 ver caso Cinco pensionistas, supra nota 55, párr. 116, y protocolo adicional a la convención 
americana en materia de derechos económicos, sociales y culturales (protocolo de san 
salvador), artículo 5.



35derechos fundamentales de los privados de libertad

Caso Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú
Sentencia del 8 de julio de 2004

108. En otras oportunidades, este Tribunal ha establecido que una “per-
sona ilegalmente detenida se encuentra en una situación agravada de 
vulnerabilidad, de la cual surge un riesgo cierto de que se le vulneren 
otros derechos, como el derecho a la integridad física y a ser tratada con 
dignidad”.9 Igualmente, esta Corte ha señalado que basta con que la de-
tención ilegal haya durado breve tiempo para que se configure, dentro 
de los estándares del derecho internacional de los derechos humanos, 
una conculcación a la integridad psíquica y moral,10 y que cuando se 
presentan dichas circunstancias es posible inferir, aun cuando no me-
diaran otras evidencias al respecto, que el trato que la víctima recibió 
durante su incomunicación fue inhumano y degradante.11 En este caso, 
los hermanos Gómez Paquiyauri no sólo fueron ilegal y arbitrariamente 
detenidos, sino que se les impidió que operaran en su beneficio todas las 
salvaguardas establecidas en el artículo 7 de la Convención Americana.

9 ver caso Maritza Urrutia, supra nota 5, párr. 87; caso Juan Humberto Sánchez, supra nota 15, párr. 
96; caso Bámaca Velásquez, supra nota 68, párr. 150, y caso Cantoral Benavides, supra nota 26, 
párr. 90.

10 ver caso Maritza Urrutia, supra nota 5, párr. 87; caso Juan Humberto Sánchez, supra nota 15, párr. 
98; caso Bámaca Velásquez, supra nota 68, párr. 128, y caso Cantoral Benavides, supra nota 26, 
párr. 82 y 83.

11 ver caso Maritza Urrutia, supra nota 5, párr. 87; caso Juan Humberto Sánchez, supra nota 15, párr. 
98; caso Bámaca Velásquez, supra nota 68, párr. 150, y caso Cantoral Benavides, supra nota 26, 
párr. 83, 84 y 89.
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II. TORTURA Y MALOS TRATOS

Como se dijo en el primer capítulo, el derecho internacional de los de-
rechos humanos considera la privación de libertad un momento sen-
sible durante el cual se elevan las probabilidades de que las personas 
recluidas sufran abusos por parte de los funcionarios penitenciarios o 
policiales. 

En la jurisprudencia de la Corte Europea de Derechos Humanos, 
que en este tema ha sido permanentemente recogida por la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos, se ha desarrollado un sofisticado 
corpus juris que cubre una serie de tópicos en lo que respecta a la protec-
ción contra la tortura. Éstos son: (i) los estándares mínimos que deben 
contrastarse con una conducta para determinar si reviste gravedad o 
no; (ii) la distinción de tres actos prohibidos diferentes: tortura, tratos o 
penas inhumanos y tratos o penas degradantes; (iii) la obligatoriedad de 
las autoridades de llevar a cabo una investigación efectiva de las alega-
ciones de maltrato; y (iv) que el ámbito de protección que contempla la 
normativa que prohíbe la tortura no sólo cubra los riesgos provenientes 
del Estado, sino también los que emanan del ámbito privado.

Respecto del primer punto, se han desarrollado cuatro criterios para 
definir si una conducta va más allá de lo tolerado por un sistema penal:
- La duración del trato
- Los efectos físicos del trato
- Los efectos mentales del trato
- El sexo, la edad y el estado de salud de la víctima
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 Otro de los logros de la Corte Europea de Derechos Humanos es 
la diferenciación de tres actos prohibidos con características propias, a 
saber: tortura, tratos o penas inhumanos y tratos o penas degradantes. 
Esta distinción se estableció en el caso Irlanda vs. Reino Unido, basán-
dose en la progresión de la gravedad de las conductas. 

La tortura es la conducta que reviste el mayor nivel de gravedad. 
La Corte Europea no ha desarrollado un listado específico de los actos 
que se consideran tortura, con el objeto de otorgar mayor flexibilidad 
para evaluar caso a caso, pero sí ha establecido definiciones del tipo “su-
frimiento grave y cruel” o “acto u omisión infligido intencionalmente 
sobre una persona con un objetivo, causando un sufrimiento físico o 
mental grave y cruel”.

 Inmediatamente después de la tortura en la escala de intensidad se 
ubican los tratos o penas inhumanos, categoría que debe evaluarse caso 
a caso. De todas formas se han establecido algunas definiciones, como 
“acto u omisión cometido intencionalmente que causa un sufrimiento 
físico o mental intenso”. 

En el último peldaño de gravedad se encuentra el trato o pena de-
gradante, noción que ha sido conceptualizada como una grave humilla-
ción o degradación. Por ejemplo, en el caso Campbell y Cosans vs. Reino 
Unido se declaró que “el trato en sí no podrá considerarse degradante 
a no ser que la persona haya sido sometida, desde el punto de vista 
de terceros, a una humillación o degradación con un mínimo nivel de 
gravedad”. Así las cosas, el trato o pena degradante lo comete “aquel 
que humille o degrade a una persona, mostrando falta de respeto o 
reduciendo su dignidad humana, o bien el que dé lugar a sentimientos 
de temor, angustia o inferioridad que puedan quebrantar la moral de un 
individuo y su resistencia física y cause además un sufrimiento mental 
o físico grave”.

Respecto de la necesidad de emprender una investigación que per-
mita recolectar evidencia e indicios sobre hechos que pudieran llegar a 
configurar tortura, trato inhumano o degradante, se trata de un tema 
clave en lo que se refiere al maltrato, y hay varios aspectos que tomar en 
cuenta. El debido proceso exige que los juzgadores arriben a su convic-
ción “más allá de cualquier duda razonable”, lo cual impone a las vícti-
mas el desafío de obtener la evidencia suficiente para atar cabos sueltos 
y mitigar las dudas sobre lo ocurrido. Obviamente, atribuir el peso de 
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la evidencia a las víctimas implica elevar la impunidad a niveles impre-
sentables. Por eso el sistema internacional de los derechos humanos 
exige a los Estados que realicen investigaciones efectivas. Por ejemplo, 
la obligación de investigar se destacó en el caso Assenov vs. Bulgaria, 
en que el tribunal no pudo determinar la causa exacta de las lesiones, 
pero sostuvo que igualmente había habido una violación porque no se 
había realizado una investigación eficaz. El mismo fallo estableció que 
la investigación debería haber sido “capaz de llevar a la identificación y 
al castigo de los responsables”, y consideró que, si no se cumple el de-
ber de investigar, “la prohibición legal general de la tortura y los tratos 
o penas inhumanos y degradantes, a pesar de su importancia funda-
mental, sería ineficaz en la práctica y en algunos casos sería posible que 
los agentes del Estado violasen los derechos que se encuentran bajo su 
control con virtual impunidad”. 

Originalmente, el ámbito de protección de la normativa que prohi-
bía los maltratos contemplaba aquellos riesgos que típicamente prove-
nían del Estado. Esta concepción tradicional ha comenzado a cambiar, 
puesto que el Estado ha ido transfiriendo a los privados algunas de las 
funciones que históricamente ejercía dentro del sistema de justicia cri-
minal, por ejemplo las facultades de vigilancia y de ejecución de san-
ciones. Esta transferencia de responsabilidades a privados ha suscitado 
verdaderos espacios comerciales en torno a la seguridad. Así, en estos 
nuevos contextos sociales los riesgos de tortura, trato inhumano o de-
gradante no sólo provienen de las autoridades estatales, sino también 
de los actores del sector privado. Es en virtud de ello que el ámbito de 
protección se amplía. Siguiendo esta lógica, en el caso A vs. Reino Unido 
el tribunal europeo concluyó: “El Tribunal considera que las obligacio-
nes de las partes contrayentes, bajo el artículo 1 de la Convención, de 
garantizar a cualquier individuo dentro de su jurisdicción los derechos 
y libertades definidos en la Convención, junto con lo indicado en el 
artículo 3, exigen que los Estados tomen medidas diseñadas para garan-
tizar que los individuos bajo su jurisdicción no sean sometidos a tortura 
o a penas o tratos inhumanos o degradantes, incluyendo el maltrato 
infligido por individuos privados”.
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DEFINICIONES 

Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes
Artículo 1

A los efectos de la presente Convención, se entenderá por el término 
“tortura” todo acto por el cual se inflija intencionadamente a una per-
sona dolores o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el 
fin de obtener de ella o de un tercero información o una confesión, de 
castigarla por un acto que haya cometido, o se sospeche que ha cometi-
do, o de intimidar o coaccionar a esa persona o a otras, o por cualquier 
razón basada en cualquier tipo de discriminación, cuando dichos do-
lores o sufrimientos sean infligidos por un funcionario público u otra 
persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con 
su consentimiento o aquiescencia. No se considerarán torturas los do-
lores o sufrimientos que sean consecuencia únicamente de sanciones 
legítimas, o que sean inherentes o incidentales a éstas. 

Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional
Artículo 7.2 

 e) Por “tortura” se entenderá causar intencionalmente dolor o sufri-
mientos graves, ya sean físicos o mentales, a una persona que el acu-
sado tenga bajo su custodia o control; sin embargo, no se entenderá 
por tortura el dolor o los sufrimientos que se deriven únicamente de 
sanciones lícitas o que sean consecuencia normal o fortuita de ellas.

Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra 
la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes
Artículo 1 

1.  A los efectos de la presente Declaración, se entenderá por tortura todo 
acto por el cual un funcionario público, u otra persona a instigación 
suya, inflija intencionalmente a una persona penas o sufrimientos gra-
ves, ya sean físicos o mentales, con el fin de obtener de ella o de un 
tercero información o una confesión, de castigarla por un acto que haya 
cometido o se sospeche que ha cometido, o de intimidar a esa persona 
o a otras. No se considerarán tortura las penas o sufrimientos que sean 
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consecuencia únicamente de la privación legítima de la libertad, o sean 
inherentes o incidentales a ésta, en la medida en que estén en conso-
nancia con las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos. 

2.  La tortura constituye una forma agravada y deliberada de trato o pena 
cruel, inhumano o degradante.
 
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la 
Tortura
Artículo 2

Para los efectos de la presente Convención se entenderá por tortura todo 
acto realizado intencionalmente por el cual se inflijan a una persona pe-
nas o sufrimientos físicos o mentales, con fines de investigación crimi-
nal, como medio intimidatorio, como castigo personal, como medida 
preventiva, como pena o con cualquier otro fin. Se entenderá también 
como tortura la aplicación sobre una persona de métodos tendientes a 
anular la personalidad de la víctima o a disminuir su capacidad física o 
mental, aunque no causen dolor físico o angustia psíquica. 
 No estarán comprendidos en el concepto de tortura las penas o 
sufrimientos físicos o mentales que sean únicamente consecuencia de 
medidas legales o inherentes a éstas, siempre que no incluyan la rea-
lización de los actos o la aplicación de los métodos a que se refiere el 
presente artículo. 

CONTENIDO NORMATIVO 

Sistema universal de protección de los derechos humanos

Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes
Artículo 2 

1.  Todo Estado Parte tomará medidas legislativas, administrativas, judi-
ciales o de otra índole eficaces para impedir los actos de tortura en todo 
territorio que esté bajo su jurisdicción. 

2. En ningún caso podrán invocarse circunstancias excepcionales tales 
como estado de guerra o amenaza de guerra, inestabilidad política inter-
na o cualquier otra emergencia pública como justificación de la tortura.
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3. No podrá invocarse una orden de un funcionario superior o de una au-
toridad pública como justificación de la tortura.
Artículo 4

1.  Todo Estado Parte velará por que todos los actos de tortura constitu-
yan delitos conforme a su legislación penal. Lo mismo se aplicará a 
toda tentativa de cometer tortura y a todo acto de cualquier persona que 
constituya complicidad o participación en la tortura. 

2.  Todo Estado Parte castigará esos delitos con penas adecuadas en las que 
se tenga en cuenta su gravedad.
Artículo 5

1.  Todo Estado Parte dispondrá lo que sea necesario para instituir su juris-
dicción sobre los delitos a que se refiere el artículo 4 en los siguientes 
casos: 
a) Cuando los delitos se cometan en cualquier territorio bajo su juris-
dicción o a bordo de una aeronave o un buque matriculados en ese 
Estado;
b) Cuando el presunto delincuente sea nacional de ese Estado; 
c) Cuando la víctima sea nacional de ese Estado y éste lo considere-
apropiado. 

2.  Todo Estado Parte tomará asimismo las medidas necesarias para es-
tablecer su jurisdicción sobre estos delitos en los casos en que el pre-
sunto delincuente se halle en cualquier territorio bajo su jurisdicción 
y dicho Estado no conceda la extradición, con arreglo al artículo 8, a 
ninguno de los Estados previstos en el párrafo 1 del presente artículo. 

3.  La presente Convención no excluye ninguna jurisdicción penal ejercida 
de conformidad con las leyes nacionales.
Artículo 10

1.  Todo Estado Parte velará por que se incluyan una educación y una in-
formación completas sobre la prohibición de la tortura en la formación 
profesional del personal encargado de la aplicación de la ley, sea éste 
civil o militar, del personal médico, de los funcionarios públicos y otras 
personas que puedan participar en la custodia, el interrogatorio o el tra-
tamiento de cualquier persona sometida a cualquier forma de arresto, 
detención o prisión. 

2.  Todo Estado Parte incluirá esta prohibición en las normas o instruccio-
nes que se publiquen en relación con los deberes y funciones de esas 
personas.
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Artículo 11

Todo Estado Parte mantendrá sistemáticamente en examen las normas 
e instrucciones, métodos y prácticas de interrogatorio, así como las dis-
posiciones para la custodia y el tratamiento de las personas sometidas a 
cualquier forma de arresto, detención o prisión en cualquier territorio 
que esté bajo su jurisdicción, a fin de evitar todo caso de tortura.
Artículo 12

Todo Estado Parte velará por que, siempre que haya motivos razonables 
para creer que dentro de su jurisdicción se ha cometido un acto de tor-
tura, las autoridades competentes procedan a una investigación pronta 
e imparcial.
Artículo 13

Todo Estado Parte velará por que toda persona que alegue haber sido so-
metida a tortura en cualquier territorio bajo su jurisdicción tenga dere-
cho a presentar una queja y a que su caso sea pronta e imparcialmente 
examinado por sus autoridades competentes. Se tomarán medidas para 
asegurar que quien presente la queja y los testigos estén protegidos 
contra malos tratos o intimidación como consecuencia de la queja o del 
testimonio prestado.
Artículo 14

1.  Todo Estado Parte velará por que su legislación garantice a la víctima de 
un acto de tortura la reparación y el derecho a una indemnización justa 
y adecuada, incluidos los medios para su rehabilitación lo más comple-
ta posible. En caso de muerte de la víctima como resultado de un acto 
de tortura, las personas a su cargo tendrán derecho a indemnización. 

2.  Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará a cualquier dere-
cho de la víctima o de otra persona a indemnización que pueda existir 
con arreglo a las leyes nacionales.
Artículo 15

Todo Estado Parte se asegurará de que ninguna declaración que se de-
muestre que ha sido hecha como resultado de tortura pueda ser invo-
cada como prueba en ningún procedimiento, salvo en contra de una 
persona acusada de tortura como prueba de que se ha formulado la 
declaración.
Artículo 16

1.  Todo Estado Parte se comprometerá a prohibir en cualquier territorio 
bajo su jurisdicción otros actos que constituyan tratos o penas crueles, 
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inhumanos o degradantes y que no lleguen a ser tortura tal como se 
define en el artículo 1, cuando esos actos sean cometidos por un fun-
cionario público u otra persona que actúe en el ejercicio de funciones 
oficiales, o por instigación o con el consentimiento o la aquiescencia de 
tal funcionario o persona. Se aplicarán, en particular, las obligaciones 
enunciadas en los artículos 10, 11, 12 y 13, sustituyendo las referencias 
a la tortura por referencias a otras formas de tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes. 

2.  La presente Convención se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en 
otros instrumentos internacionales o leyes nacionales que prohíban los 
tratos y las penas crueles, inhumanos o degradantes o que se refieran a 
la extradición o expulsión.
Artículo 17

1.  Se constituirá un Comité contra la Tortura (denominado en lo que sigue 
el Comité), el cual desempeñará las funciones que se señalan más ade-
lante. El Comité estará compuesto de diez expertos de gran integridad 
moral y reconocida competencia en materia de derechos humanos, que 
ejercerán sus funciones a título personal. Los expertos serán elegidos 
por los Estados Partes teniendo en cuenta una distribución geográfica 
equitativa y la utilidad de la participación de algunas personas que ten-
gan experiencia jurídica. 
Artículo 19

1.  Los Estados Partes presentarán al Comité, por conducto del Secretario 
General de las Naciones Unidas, los informes relativos a las medidas 
que hayan adoptado para dar efectividad a los compromisos que han 
contraído en virtud de la presente Convención, dentro del plazo del año 
siguiente a la entrada en vigor de la Convención en lo que respecta al 
Estado Parte interesado. A partir de entonces, los Estados Partes pre-
sentarán informes suplementarios cada cuatro años sobre cualquier 
nueva disposición que se haya adoptado, así como los demás informes 
que solicite el Comité. 

2.  El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá los informes 
a todos los Estados Partes. 

3.  Todo informe será examinado por el Comité, el cual podrá hacer los 
comentarios generales que considere oportunos y los transmitirá al Es-
tado Parte interesado. El Estado Parte podrá responder al Comité con 
las observaciones que desee formular. 
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4.  El Comité podrá, a su discreción, tomar la decisión de incluir cualquier 
comentario que haya formulado de conformidad con el párrafo 3 del 
presente artículo, junto con las observaciones al respecto recibidas del 
Estado Parte interesado, en su informe anual presentado de conformi-
dad con el artículo 24. Si lo solicitara el Estado Parte interesado, el Co-
mité podrá también incluir copia del informe presentado en virtud del 
párrafo 1 del presente artículo.
Artículo 20

1.  El Comité, si recibe información fiable que a su juicio parezca indicar 
de forma fundamentada que se practica sistemáticamente la tortura en 
el territorio de un Estado Parte, invitará a ese Estado Parte a cooperar 
en el examen de la información y a tal fin presentar observaciones con 
respecto a la información de que se trate. 

2.  Teniendo en cuenta todas las observaciones que haya presentado el Es-
tado Parte de que se trate, así como cualquier otra información perti-
nente de que disponga, el Comité podrá, si decide que ello está justifi-
cado, designar a uno o varios de sus miembros para que procedan a una 
investigación confidencial e informen urgentemente al Comité. 

3.  Si se hace una investigación conforme al párrafo 2 del presente artículo, 
el Comité recabará la cooperación del Estado Parte de que se trate. De 
acuerdo con ese Estado Parte, tal investigación podrá incluir una visita 
a su territorio. 

4.  Después de examinar las conclusiones presentadas por el miembro o 
miembros conforme al párrafo 2 del presente artículo, el Comité transmi-
tirá las conclusiones al Estado Parte de que se trate, junto con las observa-
ciones o sugerencias que estime pertinentes en vista de la situación. 

5.  Todas las actuaciones del Comité a las que se hace referencia en los 
párrafos 1 a 4 del presente artículo serán confidenciales y se recabará 
la cooperación del Estado Parte en todas las etapas de las actuaciones. 
Cuando se hayan concluido actuaciones relacionadas con una inves-
tigación hecha conforme al párrafo 2, el Comité podrá, tras celebrar 
consultas con el Estado Parte interesado, tomar la decisión de incluir 
un resumen de los resultados de la investigación en el informe anual 
que presente conforme al artículo 24.
Artículo 21

1.  Con arreglo al presente artículo, todo Estado Parte en la presente 
Convención podrá declarar en cualquier momento que reconoce la 
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competencia del Comité para recibir y examinar las comunicaciones 
en que un Estado Parte alegue que otro Estado Parte no cumple las 
obligaciones que le impone la Convención. Dichas comunicaciones sólo 
se podrán admitir y examinar conforme al procedimiento establecido 
en este artículo si son presentadas por un Estado Parte que haya hecho 
una declaración por la cual reconozca con respecto a sí mismo la 
competencia del Comité. El Comité no tramitará de conformidad con 
este artículo ninguna comunicación relativa a un Estado Parte que no 
haya hecho tal declaración. Las comunicaciones recibidas en virtud del 
presente artículo se tramitarán de conformidad con el procedimiento 
siguiente: 
a) Si un Estado Parte considera que otro Estado Parte no cumple las 
disposiciones de la presente Convención podrá señalar el asunto a la 
atención de dicho Estado mediante una comunicación escrita. Dentro 
de un plazo de tres meses, contado desde la fecha de recibo de la co-
municación, el Estado destinatario proporcionará al Estado que haya 
enviado la comunicación una explicación o cualquier otra declaración 
por escrito que aclare el asunto, la cual hará referencia, hasta donde sea 
posible y pertinente, a los procedimientos nacionales y a los recursos 
adoptados, en trámite o que puedan utilizarse al respecto; 
b) Si el asunto no se resuelve a satisfacción de los dos Estados Partes 
interesados en un plazo de seis meses contado desde la fecha en que el 
Estado destinatario haya recibido la primera comunicación, cualquiera 
de ambos Estados Partes interesados tendrá derecho a someterlo al Co-
mité, mediante notificación dirigida al Comité y al otro Estado; 
c) El Comité conocerá de todo asunto que se le someta en virtud del pre-
sente artículo después de haberse cerciorado de que se ha interpuesto 
y agotado en tal asunto todos los recursos de la jurisdicción interna de 
que se pueda disponer, de conformidad con los principios del derecho 
internacional generalmente admitidos. No se aplicará esta regla cuan-
do la tramitación de los mencionados recursos se prolongue injustifi-
cadamente o no sea probable que mejore realmente la situación de la 
persona que sea víctima de la violación de la presente Convención; 
d) El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada cuando examine 
las comunicaciones previstas en el presente artículo; 
e) A reserva de las disposiciones del apartado c, el Comité pondrá sus 
buenos oficios a disposición de los Estados Partes interesados a fin de 
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llegar a una solución amistosa del asunto, fundada en el respeto de 
las obligaciones establecidas en la presente Convención. A tal efecto, 
el Comité podrá designar, cuando proceda, una comisión especial de 
conciliación; 
f) En todo asunto que se le someta en virtud del presente artículo, el Co-
mité podrá pedir a los Estados Partes interesados a que se hace referen-
cia en el apartado b) que faciliten cualquier información pertinente; 
g) Los Estados Partes interesados a que se hace referencia en el aparta-
do b) tendrán derecho a estar representados cuando el asunto se exami-
ne en el Comité y a presentar exposiciones verbalmente o por escrito, 
o de ambas maneras; 
h) El Comité, dentro de los doce meses siguientes a la fecha de recibo 
de la notificación mencionada en el apartado b), presentará un informe 
en el cual: 
i) Si se ha llegado a una solución con arreglo a lo dispuesto en el aparta-
do e), se limitará a una breve exposición de los hechos y de la solución 
alcanzada; 
ii) Si no se ha llegado a ninguna solución con arreglo a lo dispuesto en 
el apartado e), se limitará a una breve exposición de los hechos y agre-
gará las exposiciones escritas y las actas de las exposiciones verbales 
que hayan hecho los Estados Partes interesados. 
En cada asunto, se enviará el informe a los Estados Partes interesados. 
Artículo 22

1.  Todo Estado Parte en la presente Convención podrá declarar en cual-
quier momento, de conformidad con el presente artículo, que reconoce 
la competencia del Comité para recibir y examinar las comunicaciones 
enviadas por personas sometidas a su jurisdicción, o en su nombre, 
que aleguen ser víctimas de una violación por un Estado Parte de las 
disposiciones de la Convención. El Comité no admitirá ninguna comu-
nicación relativa a un Estado Parte que no haya hecho esa declaración. 

2.  El Comité considerará inadmisible toda comunicación recibida de con-
formidad con el presente artículo que sea anónima, o que, a su juicio, 
constituya un abuso del derecho de presentar dichas comunicaciones, o 
que sea incompatible con las disposiciones de la presente Convención. 

3.  Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 2, el Comité señalará las co-
municaciones que se le presenten de conformidad con este artículo a 
la atención del Estado Parte en la presente Convención que haya hecho 
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una declaración conforme al párrafo 1 y respecto del cual se alegue que 
ha violado cualquier disposición de la Convención. Dentro de un plazo 
de seis meses, el Estado destinatario proporcionará al Comité explica-
ciones o declaraciones por escrito que aclaren el asunto y expongan, en 
su caso, la medida correcta que ese Estado haya adoptado. 

4.  El Comité examinará las comunicaciones recibidas de conformidad con 
el presente artículo, a la luz de toda la información puesta a su dispo-
sición por la persona de que se trate, o en su nombre, y por el Estado 
Parte interesado. 

5.  El Comité no examinará ninguna comunicación de una persona, pre-
sentada de conformidad con este artículo, a menos que se haya cercio-
rado de que: 
a) La misma cuestión no ha sido, ni está siendo, examinada según otro 
procedimiento de investigación o solución internacional; 
b) La persona ha agotado todos los recursos de la jurisdicción interna 
de que se pueda disponer; no se aplicará esta regla cuando la tramita-
ción de los mencionados recursos se prolongue injustificadamente o 
no sea probable que mejore realmente la situación de la persona que 
sea víctima de la violación de la presente Convención. 

6.  El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada cuando examine las 
comunicaciones previstas en el presente artículo. 

7.  El Comité comunicará su parecer al Estado Parte interesado y a la per-
sona de que se trate. 

8.  Las disposiciones del presente artículo entrarán en vigor cuando cin-
co Estados Partes en la presente Convención hayan hecho las declara-
ciones a que se hace referencia en el párrafo 1 de este artículo. Tales 
declaraciones serán depositadas por los Estados Partes en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas, quien remitirá copia de 
las mismas a los demás Estados Partes. Toda declaración podrá retirar-
se en cualquier momento mediante notificación dirigida al Secretario 
General. Tal retiro no será obstáculo para que se examine cualquier 
asunto que sea objeto de una comunicación ya transmitida en virtud de 
este artículo; no se admitirá en virtud de este artículo ninguna nueva 
comunicación de una persona, o hecha en su nombre, una vez que el 
Secretario General haya recibido la notificación de retiro de la decla-
ración, a menos que el Estado Parte interesado haya hecho una nueva 
declaración.



49derechos fundamentales de los privados de libertad

Declaración Universal de Derechos Humanos
Artículo 5 

Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos 
o degradantes.
Artículo 9

Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado.

Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional
Artículo 55

1.  En las investigaciones realizadas de conformidad con el presente Esta-
tuto: b) Nadie será sometido a forma alguna de coacción, intimidación 
o amenaza, a torturas ni a otros tratos o castigos crueles, inhumanos o 
degradantes.

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
Artículo 7

Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos 
o degradantes. En particular, nadie será sometido sin su libre consenti-
miento a experimentos médicos o científicos.
Artículo 10

1.  Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el 
respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. 

2. a) Los procesados estarán separados de los condenados, salvo en cir-
cunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento dis-
tinto, adecuado a su condición de personas no condenadas; 
b) Los menores procesados estarán separados de los adultos y deberán 
ser llevados ante los tribunales de justicia con la mayor celeridad posi-
ble para su enjuiciamiento. 

3.  El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad 
esencial será la reforma y la readaptación social de los penados. Los me-
nores delincuentes estarán separados de los adultos y serán sometidos 
a un tratamiento adecuado a su edad y condición jurídica.

Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra 
la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes
Artículo 2
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Todo acto de tortura u otro trato o pena cruel, inhumano o degradante 
constituye una ofensa a la dignidad humana y será condenado como 
violación de los propósitos de la Carta de las Naciones Unidas y de los 
derechos humanos y libertades fundamentales proclamados en la De-
claración Universal de Derechos Humanos.
Artículo 3

Ningún Estado permitirá o tolerará tortura u otros tratos o penas crue-
les, inhumanos o degradantes. No podrán invocarse circunstancias 
excepcionales tales como estado de guerra o amenaza de guerra, ines-
tabilidad política interna o cualquier otra emergencia pública como 
justificación de la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes.
Artículo 4

Todo Estado tomará, de conformidad con las disposiciones de la pre-
sente Declaración, medidas efectivas para impedir que se practiquen 
dentro de su jurisdicción torturas u otros tratos o penas crueles, inhu-
manos o degradantes.
Artículo 5

En el adiestramiento de la policía y otros funcionarios públicos respon-
sables de las personas privadas de su libertad, se asegurará que se tenga 
plenamente en cuenta la prohibición de la tortura u otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes. Esta prohibición se incluirá asimis-
mo, en su caso, en las normas o instrucciones generales que se publi-
quen en relación con los deberes y funciones de cualquier encargado de 
la custodia o trato de dichas personas.
Artículo 6

Todo Estado examinará periódicamente los métodos de interrogatorio y 
las disposiciones para la custodia y trato de las personas privadas de su 
libertad en su territorio, a fin de prevenir todo caso de tortura u otros 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.
Artículo 7

Todo Estado asegurará que todos los actos de tortura definidos en el 
artículo 1 constituyen delitos conforme a la legislación penal. Lo mismo 
se aplicará a los actos que constituyen participación, complicidad, inci-
tación o tentativa de cometer tortura.
Artículo 8

Toda persona que alegue que ha sido sometida a tortura u otros tratos 
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o penas crueles, inhumanos o degradantes, por un funcionario público 
o a instigación del mismo, tendrá derecho a que su caso sea examinado 
imparcialmente por las autoridades competentes del Estado interesado.
Artículo 9

Siempre que haya motivos razonables para creer que se ha cometido 
un acto de tortura tal como se define en el artículo 1, las autoridades 
competentes del Estado interesado procederán de oficio y con presteza 
a una investigación imparcial.
Artículo 10

Si de la investigación a que se refieren los artículos 8 o 9 se llega a la conclu-
sión de que parece haberse cometido un acto de tortura tal como se define 
en el artículo 1, se incoará un procedimiento penal contra el supuesto cul-
pable o culpables de conformidad con la legislación nacional. Si se consi-
dera fundada una alegación de otras formas de trato o penas crueles, inhu-
manos o degradantes, el supuesto culpable o culpables serán sometidos a 
procedimientos penales, disciplinarios u otros procedimientos adecuados.
Artículo 11

Cuando se demuestre que un acto de tortura u otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes han sido cometidos por un funcionario pú-
blico o a instigación de éste, se concederá a la víctima reparación e in-
demnización, de conformidad con la legislación nacional.
Artículo 12

Ninguna declaración que se demuestre que ha sido hecha como resul-
tado de tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes 
podrá ser invocada como prueba contra la persona involucrada ni con-
tra ninguna otra persona en ningún procedimiento.

Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de 
Fuego por parte de los Oficiales Encargados de Hacer Cumplir 
la Ley
Principio 4

Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, en el desempe-
ño de sus funciones, utilizarán en la medida de lo posible medios no 
violentos antes de recurrir al empleo de la fuerza y de armas de fuego. 
Podrán utilizar la fuerza y armas de fuego solamente cuando otros me-
dios resulten ineficaces o no garanticen de ninguna manera el logro del 
resultado previsto. 
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Principio 5

Cuando el empleo de las armas de fuego sea inevitable, los funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley: 
a) Ejercerán moderación y actuarán en proporción a la gravedad del 
delito y al objetivo legítimo que se persiga; 
b) Reducirán al mínimo los daños y lesiones y respetarán y protegerán 
la vida humana; 
c) Procederán de modo que se presten lo antes posible asistencia y ser-
vicios médicos a las personas heridas o afectadas; 
d) Procurarán notificar lo sucedido, con la mayor brevedad, a los pa-
rientes o amigos íntimos de las personas heridas o afectadas. 
Principio 6

Cuando al emplear la fuerza o armas de fuego los funcionarios encar-
gados de hacer cumplir la ley ocasionen lesiones o muerte, comunica-
rán el hecho inmediatamente a sus superiores, de conformidad con el 
principio 22. 
Principio 7

Los Gobiernos adoptarán las medidas necesarias para que en la legisla-
ción se castigue como delito el empleo arbitrario o abusivo de la fuerza 
o de armas de fuego por parte de los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley.
Principio 9

Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley no emplearán 
armas de fuego contra las personas salvo en defensa propia o de otras 
personas, en caso de peligro inminente de muerte o lesiones graves, 
o con el propósito de evitar la comisión de un delito particularmente 
grave que entrañe una seria amenaza para la vida, o con el objeto 
de detener a una persona que represente ese peligro y oponga resis-
tencia a su autoridad, o para impedir su fuga, y sólo en caso de que 
resulten insuficientes medidas menos extremas para lograr dichos 
objetivos. En cualquier caso, sólo se podrá hacer uso intencional de 
armas letales cuando sea estrictamente inevitable para proteger una 
vida. 
Principio 10

En las circunstancias previstas en el principio 9, los funcionarios encar-
gados de hacer cumplir la ley se identificarán como tales y darán una 
clara advertencia de su intención de emplear armas de fuego, con tiem-
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po suficiente para que se tome en cuenta, salvo que al dar esa adverten-
cia se pusiera indebidamente en peligro a los funcionarios encargados 
de hacer cumplir la ley, se creara un riesgo de muerte o daños graves a 
otras personas, o resultara evidentemente inadecuada o inútil dadas las 
circunstancias del caso. 
Principio 15 

Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, en sus relaciones 
con las personas bajo custodia o detenidas, no emplearán la fuerza, 
salvo cuando sea estrictamente necesario para mantener la seguridad 
y el orden en los establecimientos o cuando corra peligro la integridad 
física de las personas. 
Principio 16 

Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, en sus relaciones 
con las personas bajo custodia o detenidas, no emplearán armas de fue-
go, salvo en defensa propia o en defensa de terceros cuando haya peli-
gro inminente de muerte o lesiones graves, o cuando sea estrictamente 
necesario para impedir la fuga de una persona sometida a custodia o 
detención que presente el peligro a que se refiere el principio 9. 
Principio 17

Los principios precedentes se aplicarán sin perjuicio de los derechos, 
obligaciones y responsabilidades de los funcionarios de establecimien-
tos penitenciarios, tal como se enuncian en las Reglas Mínimas para el 
Tratamiento de los Reclusos, sobre todo las reglas 33, 34 y 54.

Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos
Regla 30

1.  Un recluso sólo podrá ser sancionado conforme a las prescripciones de 
la ley o reglamento, sin que pueda serlo nunca dos veces por la misma 
infracción.

2.  Ningún recluso será sancionado sin haber sido informado de la in-
fracción que se le atribuye y sin que se le haya permitido previamente 
presentar su defensa. La autoridad competente procederá a un examen 
completo del caso.

3.  En la medida en que sea necesario y viable, se permitirá al recluso que 
presente su defensa por medio de un intérprete. 
Regla 31

Las penas corporales, encierro en celda oscura, así como toda sanción 
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cruel, inhumana o degradante quedarán completamente prohibidas 
como sanciones disciplinarias. 
Regla 32

1.  Las penas de aislamiento y de reducción de alimentos sólo se aplicarán 
cuando el médico, después de haber examinado al recluso, haya certifi-
cado por escrito que éste puede soportarlas.

2.  Esto mismo será aplicable a cualquier otra sanción que pueda perjudi-
car la salud física o mental del recluso. En todo caso, tales medidas no 
deberán nunca ser contrarias al principio formulado en la regla 31, ni 
apartarse del mismo.

3.  El médico visitará todos los días a los reclusos que estén cumpliendo 
tales sanciones disciplinarias e informará al director si considera nece-
sario poner término o modificar la sanción por razones de salud física 
o mental.
Regla 33

Los medios de coerción tales como esposas, cadenas, grillos y camisas 
de fuerza nunca deberán aplicarse como sanciones. Tampoco deberán 
emplearse cadenas y grillos como medios de coerción. Los demás me-
dios de coerción sólo podrán ser utilizados en los siguientes casos: 
a) Como medida de precaución contra una evasión durante un trasla-
do, siempre que sean retirados en cuanto comparezca el recluso ante 
una autoridad judicial o administrativa; 
b) Por razones médicas y a indicación del médico; 
c) Por orden del director, si han fracasado los demás medios para do-
minar a un recluso, con objeto de impedir que se dañe a sí mismo o 
dañe a otros o produzca daños materiales; en estos casos, el director 
deberá consultar urgentemente al médico, e informar a la autoridad 
administrativa superior. 
Regla 34 

El modelo y los métodos de empleo autorizados de los medios de coer-
ción serán determinados por la administración penitenciaria central. 
Su aplicación no deberá prolongarse más allá del tiempo estrictamente 
necesario.
Conjunto de Principios para la Protección de Todas las 
Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión
Principio 1

Toda persona sometida a cualquier forma de detención o prisión será 
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tratada humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente 
al ser humano.
Principio 3

No se restringirá o menoscabará ninguno de los derechos humanos 
de las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión 
reconocidos o vigentes en un Estado en virtud de leyes, convenciones, 
reglamentos o costumbres so pretexto de que el presente Conjunto de 
Principios no reconoce esos derechos o los reconoce en menor grado.
Principio 6

Ninguna persona sometida a cualquier forma de detención o prisión 
será sometida a tortura o a tratos o penas crueles, inhumanos o degra-
dantes. No podrá invocarse circunstancia alguna como justificación de 
la tortura o de otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.
Principio 8 

Las personas detenidas recibirán un trato apropiado a su condición de 
personas que no han sido condenadas. En consecuencia, siempre que 
sea posible se las mantendrá separadas de las personas presas.
Principio 21 

1.  Estará prohibido abusar de la situación de una persona detenida o presa 
para obligarla a confesar o declarar contra sí misma o contra cualquier 
otra persona. 

2.  Ninguna persona detenida será sometida, durante su interrogatorio, a 
violencia, amenazas o cualquier otro método de interrogación que me-
noscabe su capacidad de decisión o su juicio.

Observaciones Generales del Comité de Derechos Humanos de 
las Naciones Unidas
Observación General N° 20. Prohibición de la tortura u otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes
Artículo 7

2.  La finalidad de las disposiciones del artículo 7 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos es proteger la dignidad y la integridad 
física y mental de la persona. El Estado Parte tiene el deber de brin-
dar a toda persona, mediante medidas legislativas y de otra índole, la 
protección necesaria contra los actos prohibidos por el artículo 7, sean 
infligidos por personas que actúen en el desempeño de sus funciones 
oficiales, al margen de dichas funciones o incluso a título privado. La 
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prohibición enunciada en el artículo 7 queda complementada por las 
disposiciones positivas del párrafo 1 del artículo 10, según el cual “toda 
persona privada de libertad será tratada humanamente y con el respeto 
debido a la dignidad inherente al ser humano”.

5.  La prohibición enunciada en el artículo 7 se refiere no solamente a los actos 
que causan a la víctima dolor físico, sino también a los que causan sufri-
miento moral. Es más, a juicio del Comité, la prohibición debe hacerse ex-
tensiva a los castigos corporales, incluidos los castigos excesivos impues-
tos por la comisión de un delito o como medida educativa o disciplinaria.  
A este respecto, conviene subrayar que el artículo 7 protege, en particu-
lar, a los niños, a los alumnos y a los pacientes de los establecimientos 
de enseñanza y las instituciones médicas. 

6.  El Comité observa que el confinamiento solitario prolongado de la per-
sona detenida o presa puede equivaler a actos prohibidos por el artículo 
7. Como ha señalado el Comité en su comentario general n° 6 (16), el 
artículo 6 del Pacto se refiere generalmente a la abolición de la pena de 
muerte en términos que sugieren claramente la conveniencia de dicha 
abolición. Es más, cuando un Estado Parte aplica la pena de muerte por 
los delitos más graves, dicha pena no sólo deberá estar limitada estric-
tamente según lo dispuesto en el artículo 6, sino que deberá ser ejecu-
tada de manera que cause los menores sufrimientos físicos o morales 
posibles. 

7.  El artículo 7 prohíbe expresamente los experimentos médicos o cientí-
ficos realizados sin el libre consentimiento de la persona interesada. El 
Comité observa que los informes de los Estados Partes contienen por lo 
general escasa información a este respecto. Convendría prestar mayor 
atención a la necesidad de asegurar el cumplimiento de esta disposición 
y a los medios para lograrlo. El Comité observa asimismo que se necesita 
una protección especial en relación con esos experimentos en el caso de 
las personas que no están en condiciones de dar un consentimiento válido, 
en particular de las sometidas a cualquier forma de detención o prisión.  
Estas personas no deben ser objeto de experimentos médicos o científi-
cos que puedan ser perjudiciales para su salud. 

8.  El Comité observa que, en relación con la aplicación del artículo 7, no 
basta con prohibir ese trato o castigo o con declararlo delito. Los Esta-
dos Partes deberán informar al Comité sobre las medidas legislativas, 
administrativas, judiciales y de otra índole que adopten para prevenir y 
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castigar los actos de tortura, así como los tratos crueles, inhumanos y 
degradantes, en todo el territorio sometido a su jurisdicción. 

9.  A juicio del Comité, los Estados Partes no deben exponer a las perso-
nas al peligro de ser sometidas a torturas o a penas o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes al regresar a otro país tras la extradición, la 
expulsión o la devolución. Los Estados Partes deberán indicar en sus 
informes las medidas que hayan adoptado con tal fin.

12. Para disuadir toda violación del artículo 7, es importante que la ley pro-
híba la utilización o la admisibilidad en los procesos judiciales de las 
declaraciones o confesiones obtenidas mediante tortura u otros tratos 
prohibidos.

Observación General N° 21. Trato humano de las personas privadas de 
libertad
Artículo 10

2.  El párrafo 1 del artículo 10 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos es aplicable a todas las personas privadas de libertad en virtud 
de las leyes y autoridad del Estado e internadas en prisiones, hospita-
les –en particular hospitales psiquiátricos–, campos de detención, ins-
tituciones correccionales o en otras partes. Los Estados Partes deben 
asegurarse de que el principio en él estipulado se observe en todas las 
instituciones y establecimientos bajo su jurisdicción en donde las per-
sonas están internadas. 

3.  El párrafo 1 del artículo 10 impone a los Estados Partes una obligación 
positiva en favor de las personas especialmente vulnerables por 
su condición de personas privadas de libertad, y complementa la 
prohibición de la tortura y otras penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes prevista en el artículo 7 del Pacto. En consecuencia, las 
personas privadas de libertad no sólo no pueden ser sometidas a un 
trato incompatible con el artículo 7, incluidos los experimentos médicos 
o científicos, sino tampoco a penurias o a restricciones que no sean los 
que resulten de la privación de la libertad; debe garantizarse el respeto 
de la dignidad de estas personas en las mismas condiciones aplicables 
a las personas libres. Las personas privadas de libertad gozan de todos 
los derechos enunciados en el Pacto, sin perjuicio de las restricciones 
inevitables en condiciones de reclusión. 

4.  Tratar a toda persona privada de libertad con humanidad y respeto de 
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su dignidad es una norma fundamental de aplicación universal. Por 
ello, tal norma, como mínimo, no puede depender de los recursos ma-
teriales disponibles en el Estado Parte. Esta norma debe aplicarse sin 
distinción de ningún género, como, por ejemplo, por motivos de raza, 
color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otro género, origen 
nacional o social; patrimonio, nacimiento o cualquier otra condición. 

5. Se invita a los Estados Partes a indicar en sus informes si aplican las 
normas pertinentes de las Naciones Unidas relativas al tratamiento de 
los detenidos, es decir, las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los 
Reclusos (1957), el Conjunto de Principios para la Protección de To-
das las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión 
(1988), el Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer 
Cumplir la Ley (1978) y los Principios de Ética Médica aplicables a la 
función del personal de salud, especialmente los médicos, en la pro-
tección de personas presas y detenidas contra la tortura y otros tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes (1982). 

6.  El Comité recuerda que los informes deben aportar información 
 detallada sobre las disposiciones legislativas y administrativas na-

cionales que guarden relación con el derecho previsto en el párrafo 
1 del artículo 10. El Comité estima asimismo necesario que se pre-
cisen en los informes las medidas concretas adoptadas por las au-
toridades competentes para fiscalizar la aplicación eficaz de las re-
glas relativas al tratamiento de las personas privadas de libertad.  
El Comité opina que la supervisión de los establecimientos penitencia-
rios debería confiarse a personalidades e instituciones independientes. 
Los informes de los Estados Partes deben contener información sobre 
la índole de la supervisión de los establecimientos penitenciarios, las 
medidas específicas para impedir la tortura y el trato cruel, inhumano o 
degradante, y el modo de asegurar una supervisión imparcial. 

7.  El Comité recuerda además que conviene que en los informes se señale 
si el conjunto de disposiciones aplicables forma parte de la enseñanza 
y la formación de los funcionarios encargados de las personas privadas 
de libertad, y si dichos funcionarios, en el desempeño de sus funcio-
nes, observan estrictamente esas disposiciones. Asimismo, convendría 
precisar si las personas detenidas o encarceladas tienen acceso a esa 
información y disponen de recursos jurídicos eficaces que les permi-
tan hacer respetar esas reglas, denunciar su incumplimiento y obtener 
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compensación adecuada en caso de violación. 
8. El Comité recuerda que el principio enunciado en el párrafo 1 del artí-

culo 10 es el fundamento de obligaciones más estrictas y más precisas 
de los Estados Partes en el ámbito de la justicia penal, previstas en los 
párrafos 2 y 3 del artículo 10. 

9.  En el apartado a) del párrafo 2 del artículo 10 del Pacto se estipula que 
los procesados estarán separados de los condenados, salvo en circuns-
tancias excepcionales. Dicha separación es necesaria para recalcar su 
condición de personas no condenadas; que están también protegidas 
por la presunción de inocencia establecida en el párrafo 2 del artículo 14 
del Pacto. Los Estados Partes deben indicar también en sus informes las 
modalidades de separación de los procesados y los condenados y preci-
sar las diferencias entre los regímenes que se aplican a unos y otros. 

10. En lo referente al párrafo 3 del artículo 10, relativo a los penados, el 
Comité desea recibir informaciones detalladas sobre el funcionamiento 
del régimen penitenciario del Estado Parte. Ningún sistema peniten-
ciario debe estar orientado a solamente el castigo; esencialmente, debe 
tratar de lograr la reforma y la readaptación social del preso. Se invita 
a los Estados Partes a que especifiquen si disponen de un sistema de 
asistencia post penitenciaria e informen sobre el éxito de éste. 

11. En algunos casos, la información proporcionada por el Estado Parte no 
contiene referencias precisas a las disposiciones legislativas o adminis-
trativas ni a las medidas prácticas encaminadas a la rehabilitación de 
los condenados. El Comité desea ser informado con precisión de las 
medidas adoptadas para impartir enseñanza, educación y reeducación, 
orientación y formación profesionales y de los programas de trabajo 
para presos dentro de los establecimientos penitenciarios o fuera de 
ellos. 

12. Para determinar si se respeta plenamente el principio establecido en el 
párrafo 3 del artículo 10, el Comité desea conocer las medidas concretas  
aplicadas durante la detención, por ejemplo, la individualización y cla-
sificación de los condenados, el régimen disciplinario, el confinamien-
to solitario y la detención en régimen de alta seguridad, así como las 
condiciones de comunicación de los condenados con el mundo exterior 
(familiares, abogados, servicios médicos y sociales, ONG). 
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Sistema europeo de protección de los derechos humanos

Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales
Artículo 3. Prohibición de la tortura

Nadie podrá ser sometido a tortura ni a penas o tratos inhumanos o 
degradantes.

Convenio Europeo para la Prevención de la Tortura y de las 
Penas o Tratos Inhumanos o Degradantes
Artículo 1

Se crea un Comité Europeo para la Prevención de la Tortura y de las 
Penas o Tratos Inhumanos o Degradantes (denominado a continuación 
“el Comité”). Por medio de visitas, este Comité examinará el trato dado 
a las personas privadas de libertad para reforzar, llegado el caso, su pro-
tección contra la tortura y las penas o tratos inhumanos o degradantes.
Artículo 2

Cada Parte autoriza la visita, conforme al presente Convenio, a todo 
lugar bajo su jurisdicción donde haya personas privadas de la libertad 
por una autoridad pública.
Artículo 8

1.  El Comité notificará al Gobierno de la Parte interesada su propósito de 
efectuar una visita. Hecha la notificación, el Comité estará facultado para 
visitar, en cualquier momento, los lugares previstos en el artículo 2.

2.  Toda Parte deberá dar al Comité las facilidades siguientes para el cum-
plimiento de sus funciones:
a) acceso a su territorio y derecho a desplazarse sin restricciones;
b) cualesquiera datos sobre los lugares en que se encuentren personas 
privadas de libertad;
c) la posibilidad de desplazarse a su voluntad a todo lugar donde haya per-
sonas privadas de libertad, incluido el derecho a moverse sin trabas en el 
interior de esos lugares.
d)  cualquier otra información de que disponga la Parte y que necesite
el Comité para el cumplimiento de su labor. Al recabar esta información, 
el Comité tendrá en cuenta las reglas jurídicas y deontológicas aplicables 
a nivel nacional.

3.  El Comité podrá entrevistarse sin testigos con las personas privadas de libertad.
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4.  El Comité podrá ponerse en contacto libremente con cualquier persona 
que, a su juicio, pueda proporcionarle datos útiles.

5.  Si procede, el Comité comunicará de inmediato observaciones a las au-
toridades competentes de la Parte interesada.

Sistema interamericano de protección de los derechos humanos

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
Artículo 1. Derecho a la vida, a la libertad, a la seguridad e 

integridad de la persona

Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad 
de su persona.
Artículo 25. Derecho de protección contra la detención arbitraria

Nadie puede ser privado de su libertad sino en los casos y según las 
formas establecidas por leyes preexistentes. 

Nadie puede ser detenido por incumplimiento de obligaciones de 
carácter netamente civil.

Todo individuo que haya sido privado de su libertad tiene derecho a 
que el juez verifique sin demora la legalidad de la medida y a ser juzga-
do sin dilación injustificada, o, de lo contrario, a ser puesto en libertad. 
Tiene derecho también a un tratamiento humano durante la privación 
de su libertad.

Convención Americana sobre Derechos Humanos. Pacto de San 
José
Artículo 5. Derecho a la integridad personal 

1.  Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíqui-
ca y moral. 

2.  Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhuma-
nos o degradantes. Toda persona privada de libertad será tratada con el 
respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. 

3.  La pena no puede trascender de la persona del delincuente. 
4.  Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo en cir-

cunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento adecua-
do a su condición de personas no condenadas. 

5.  Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de 
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los adultos y llevados ante tribunales especializados, con la mayor cele-
ridad posible, para su tratamiento. 

6. Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la 
reforma y la readaptación social de los condenados. 

Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la 
Tortura
Artículo 3

Serán responsables del delito de tortura: 
a) los empleados o funcionarios públicos que actuando en ese carácter 
ordenen, instiguen, induzcan a su comisión, lo cometan directamente 
o que, pudiendo impedirlo, no lo hagan. 
b) las personas que a instigación de los funcionarios o emplea-
dos públicos a que se refiere el inciso a) ordenen, instiguen o  
induzcan a su comisión, lo cometan directamente o sean cómplices. 
Artículo 5 

No se invocará ni admitirá como justificación del delito de tortura la 
existencia de circunstancias tales como estado de guerra, amenaza de 
guerra, estado de sitio o de emergencia, conmoción o conflicto interior, 
suspensión de garantías constitucionales, la inestabilidad política inter-
na u otras emergencias o calamidades públicas. 

Ni la peligrosidad del detenido o penado ni la inseguridad del esta-
blecimiento carcelario o penitenciario pueden justificar la tortura.
Artículo 6

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1, los Estados Partes 
tomarán medidas efectivas para prevenir y sancionar la tortura en el 
ámbito de su jurisdicción. 

Los Estados Partes se asegurarán de que todos los actos de tortura 
y los intentos de cometer tales actos constituyan delitos conforme a 
su derecho penal, estableciendo para castigarlos sanciones severas que 
tengan en cuenta su gravedad.

Igualmente, los Estados Partes tomarán medidas efectivas para 
prevenir y sancionar, además, otros tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes en el ámbito de su jurisdicción. 
Artículo 7

Los Estados Partes tomarán medidas para que, en el adiestramiento de 
agentes de la policía y de otros funcionarios públicos responsables de 
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la custodia de las personas privadas de su libertad, provisional o defi-
nitivamente, en los interrogatorios, detenciones o arrestos, se ponga 
especial énfasis en la prohibición del empleo de la tortura. 

Igualmente, los Estados Partes tomarán medidas similares para 
evitar otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 
Artículo 8

Los Estados Partes garantizarán a toda persona que denuncie haber 
sido sometida a tortura en el ámbito de su jurisdicción el derecho a que 
el caso sea examinado imparcialmente. 

Asimismo, cuando exista denuncia o razón fundada para creer que 
se ha cometido un acto de tortura en el ámbito de su jurisdicción, los 
Estados Partes garantizarán que sus respectivas autoridades procede-
rán de oficio y de inmediato a realizar una investigación sobre el caso y 
a iniciar, cuando corresponda, el respectivo proceso penal.

Una vez agotado el ordenamiento jurídico interno del respectivo. Es-
tado y los recursos que éste prevé, el caso podrá ser sometido a instancias 
internacionales cuya competencia haya sido aceptada por ese Estado.
Artículo 9

Los Estados Partes se comprometen a incorporar en sus legislaciones 
nacionales normas que garanticen una compensación adecuada para 
las víctimas del delito de tortura. 

Nada de lo dispuesto en este artículo afectará el derecho que pue-
dan tener la víctima u otras personas de recibir compensación en virtud 
de legislación nacional existente.
Artículo 10

Ninguna declaración que se compruebe haber sido obtenida mediante 
tortura podrá ser admitida como medio de prueba en un proceso, salvo 
en el que se siga contra la persona o personas acusadas de haberla obte-
nido mediante actos de tortura y únicamente como prueba de que por 
ese medio el acusado obtuvo tal declaración. 
Artículo 11

Los Estados Partes tomarán las providencias necesarias para conceder 
la extradición de toda persona acusada de haber cometido el delito de 
tortura o condenada por la comisión de ese delito, de conformidad con 
sus respectivas legislaciones nacionales sobre extradición y sus obliga-
ciones internacionales en esta materia. 
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Artículo 12

Todo Estado Parte tomará las medidas necesarias para establecer su 
jurisdicción sobre el delito descrito en la presente Convención en los 
siguientes casos: 
a) cuando la tortura haya sido cometida en el ámbito de su jurisdicción; 
b) cuando el presunto delincuente tenga su nacionalidad; o 
c) cuando la víctima sea nacional de ese Estado y éste lo considere apro-
piado. 
Todo Estado Parte tomará, además, las medidas necesarias para estable-
cer su jurisdicción sobre el delito descrito en la presente Convención 
cuando el presunto delincuente se encuentre en el ámbito de su juris-
dicción y no proceda a extraditarlo de conformidad con el artículo 11. 

La presente Convención no excluye la jurisdicción penal ejercida de 
conformidad con el derecho interno.
Artículo 13

El delito a que se hace referencia en el artículo 2 se considerará incluido 
entre los delitos que dan lugar a extradición en todo tratado de extra-
dición celebrado entre Estados Partes. Los Estados Partes se compro-
meten a incluir el delito de tortura como caso de extradición en todo 
tratado de extradición que celebren entre sí en el futuro. 

Todo Estado Parte que subordine la extradición a la existencia de 
un tratado podrá, si recibe de otro Estado Parte con el que no tiene 
tratado una solicitud de extradición, considerar la presente Convención 
como la base jurídica necesaria para la extradición referente al delito de 
tortura. La extradición estará sujeta a las demás condiciones exigibles 
por el derecho del Estado requerido.

Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia de 
un tratado reconocerán dichos delitos como casos de extradición entre ellos, 
a reserva de las condiciones exigidas por el derecho del Estado requerido.

No se concederá la extradición ni se procederá a la devolución de la 
persona requerida cuando haya presunción fundada de que corre peli-
gro su vida, de que será sometida a tortura, tratos crueles, inhumanos o 
degradantes o de que será juzgada por tribunales de excepción o ad hoc 
en el Estado requirente.
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OEA. Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las 
Personas Privadas de Libertad en las Américas
Principio I. Trato humano 

Toda persona privada de libertad que esté sujeta a la jurisdicción de 
cualquiera de los Estados Miembros de la Organización de los Estados 
Americanos será tratada humanamente, con irrestricto respeto a su dig-
nidad inherente, a sus derechos y garantías fundamentales, y con estric-
to apego a los instrumentos internacionales sobre derechos humanos. 

En particular, y tomando en cuenta la posición especial de garante 
de los Estados frente a las personas privadas de libertad, se les respetará 
y garantizará su vida e integridad personal, y se asegurarán condiciones 
mínimas que sean compatibles con su dignidad. 

Se les protegerá contra todo tipo de amenazas y actos de tortura, 
ejecución, desaparición forzada, tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes, violencia sexual, castigos corporales, castigos colectivos, 
intervención forzada o tratamiento coercitivo, métodos que tengan 
como finalidad anular la personalidad o disminuir la capacidad física o 
mental de la persona. 

No se podrá invocar circunstancias tales como estados de guerra, 
estados de excepción, situaciones de emergencia, inestabilidad política 
interna, u otra emergencia nacional o internacional, para evadir el cum-
plimiento de las obligaciones de respeto y garantía de trato humano a 
todas las personas privadas de libertad.

Sistema africano de protección de los derechos humanos

Carta Africana sobre los Derechos Humanos y de los Pueblos 
(carta de Banjul)
Artículo 5

Todo individuo tendrá derecho al respeto de la dignidad inherente al 
ser humano y al reconocimiento de su estatus legal. Todas las formas 
de explotación y degradación del hombre, especialmente la esclavitud, 
el comercio de esclavos, la tortura, el castigo y el trato cruel, inhumano 
o degradante, serán prohibidas.


